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Introducción
Durante la mayor parte del siglo XX, el contexto eco-
nómico y político en Colombia ha sido caracterizado 
por políticas de desarrollo regional implementadas de 
modo jerárquico y vertical por parte del gobierno na-
cional. Sin embargo, durante las últimas décadas de 
descentralización, democratización y neoliberalización 
del Estado en Colombia han surgido nuevas formas de 
pensar cómo se gobierna y planea el desarrollo de los 
territorios. En este contexto, el concepto de gobernan-
za, basado en la idea de que las decisiones de gobier-
no y política pública deben hacerse a través de redes 
y asociaciones horizontales entre actores del gobierno, 
del sector privado y de la sociedad civil, se ha generali-
zado y expandido a gran velocidad por el país. Hoy en 
día, no sólo en Colombia sino en toda América Latina, 
difícilmente podemos encontrar unas guías sobre de-
sarrollo territorial que no incluyan los procesos parti-
cipativos, la planificación estratégica o las asociaciones 
público-privadas (APP) como instrumentos deseables 
en el diseño, planeación e implementación de políticas 
públicas de desarrollo económico local y regional. La 
idea de gobernanza es útil para ir más allá de dicoto-
mías como Estado vs. sociedad, o público vs. privado 
que, por mucho tiempo, han dominado los estudios de 
gobierno y desarrollo. No obstante, es importante tam-
bién entender cómo la mezcla de las nuevas herramien-
tas de la gobernanza y las dinámicas institucionales 
propias de Colombia hace que las relaciones, supues-
tamente horizontales, de la gobernanza y sus beneficios 
para el desarrollo local no sean tan fáciles de alcanzar e 
implementar en la práctica. 
Este documento hace una reflexión crítica y propositiva 
sobre cómo adaptar el enfoque de la gobernanza desde 
una perspectiva colombiana para promover procesos y 
políticas de desarrollo económico local (DEL). Enten-
demos el DEL como un proceso de mejora en el bien-
estar de los habitantes de un territorio gracias al uso de 
los recursos tangibles e intangibles de ese territorio de 
manera participativa, inclusiva y sostenible. La primera 
parte hace una revisión crítica sobre la relación entre 
gobernanza y el DEL, la cual ha tendido a interpretarse 
desde la experiencia de los territorios de Europa y Esta-
dos Unidos. Desde la década de 1990 y tras el recono-
cimiento de la importancia de las instituciones para el 
desarrollo, la visión de la “buena gobernanza” comenzó 
a expandirse por Colombia a través de proyectos finan-
ciados por el Banco Mundial y otros organismos de la 
cooperación para el desarrollo. Esta visión, sin embar-
go, privilegió la replicación rápida de modelos y “bue-
nas prácticas” de gobernanza y políticas de DEL que no 
necesariamente se adaptaban a las condiciones locales 
de los países o territorios de implementación. Frente 
a eso, la segunda parte del documento propone tres 
aspectos clave de la gobernanza que hay que tener en 
cuenta para promover iniciativas y políticas que pue-
dan fomentar el DEL en Colombia: 1) la informalidad 
que predomina en numerosos ámbitos institucionales 
del país así como en procesos de planeación y desa-
rrollo a nivel territorial; 2) entender las dinámicas de 
poder en las regiones de Colombia y el rol de las éli-
tes en influenciar procesos de gobernanza y DEL; y 3) 
la variedad de identidades y diferentes visiones sobre 
territorio, planeación y desarrollo que conviven en el 
país. El documento concluye con algunas recomenda-
ciones sobre cómo podría incorporarse esta visión de 
gobernanza en futuras políticas públicas y procesos de 
planeación del DEL en Colombia.
Los orígenes de la gobernanza 
como estrategia de DEL 
en Colombia
Desde la década de 1990 la idea de la gobernanza ha 
entrado con fuerza en el discurso y la práctica de la pla-
neación del desarrollo territorial en Colombia (Mon-
cayo, 2004). Aunque hay muchas interpretaciones del 
concepto de gobernanza (Aguilar, 2010), en este docu-
mento entendemos gobernanza como el “proceso de 
coordinación de actores, grupos sociales e institucio-
nes para alcanzar objetivos que han sido discutidos y 
definidos colectivamente en entornos fragmentados” 
(Bagnasco y Le Galès 2000, p. 26). Esta nueva forma 
de gobernar basada en la gobernanza se caracteriza por 
dar mayor protagonismo a actores no gubernamentales 
como cámaras de comercio, organizaciones de la socie-
dad civil, gremios organizados, universidades, etc. en 
los procesos de diseño, planeación e implementación 
de políticas públicas. Desde esta perspectiva, términos 
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cación estratégica se han convertido en denominador 
común de las políticas de desarrollo territorial latinoa-
mericanas en años recientes (Gallicchio, 2004; Aguilar, 
2010). 
El interés por la gobernanza como un enfoque y herra-
mienta para promocionar el desarrollo a nivel urbano y 
regional en Colombia puede explicarse por dos factores 
clave. En primer lugar, hay que destacar los procesos de 
descentralización que tuvieron lugar en el país durante 
los años ochenta y noventa. En segundo lugar, es im-
portante señalar el nuevo consenso alrededor de la im-
portancia de la gobernanza que surge desde mediados 
de los noventa en las organizaciones de desarrollo que 
operan en el subcontinente. Tras las duras críticas a la 
ineficacia de las políticas de ajuste estructural del Con-
senso de Washington y la irrupción de la Nueva Eco-
nomía Institucional, que ponía en evidencia la impor-
tancia de las instituciones –formales e informales– en 
el crecimiento económico, la mayoría de programas de 
desarrollo del Banco Mundial, el Banco Interamerica-
no de Desarrollo, la Cooperación Europea y Naciones 
Unidas, comenzaron a incluir la necesidad de articular 
y desarrollar instituciones y redes de gobernanza como 
herramientas de desarrollo.
La descentralización política de Colombia comenzó a 
profundizarse con la elección popular de alcaldes en la 
década de los 80. El proceso descentralizador en Co-
lombia tomó un mayor auge con la aprobación de la 
nueva constitución de 1991 y la introducción de pro-
fundas reformas a la organización territorial que for-
talecieron la autonomía y descentralización en materia 
política, fiscal y administrativa. En aspectos políticos se 
avanzó con la elección popular de gobernadores. Asi-
mismo, los municipios y departamentos vieron forta-
lecidas sus finanzas con nuevos recursos y transferen-
cias, ya que la nueva Carta Política estableció que el 
46% de los ingresos corrientes de la nación tenían que 
ser transferidos a las entidades territoriales, lo que hoy 
constituye el Sistema General de Participaciones (Bonet 
et al., 2014). La Constitución permitió también la trans-
ferencia de nuevas competencias hacia las entidades te-
rritoriales. Por ejemplo, se otorgó la capacidad para que 
los departamentos pudieran adoptar competencias es-
peciales teniendo en cuenta sus diferencias de tipo po-
blacional, cultural, de recursos económicos y naturales; 
algo palpable en la Ley de Fronteras (Ley 191 de 1995) 
o la ley que dicta normas especiales para San Andrés y 
Providencia (Ley 47 de 1993). Las nuevas competencias 
también robustecieron las capacidades de planeación 
de los municipios. Un ejemplo de ello es la Ley 388 de 
1997 que estableció que los municipios colombianos de 
más de 30,000 habitantes debían realizar sus propios 
planes de ordenamiento territorial a través de mecanis-
mos participativos.
Estas reformas descentralizadoras tuvieron lugar en un 
contexto de apertura económica y ajuste estructural que 
otorgó también mayor protagonismo del sector privado 
y redujo la capacidad de actuación del Estado (Estupi-
ñán, 2012). En ese escenario, el fortalecimiento de la 
descentralización y autonomía de las entidades territo-
riales y la reducción del Estado a través de privatizacio-
nes fueron impulsadas como estrategias para promover 
el desarrollo regional y local y, de esa manera, lograr 
una mayor eficiencia institucional y económica. En ese 
orden de ideas, la meta de lograr “territorios competi-
tivos” se volvió un objetivo central, para lo cual era ne-
cesario fomentar la concertación e interacción entre el 
sector público y el sector privado (Vásquez-Cárdenas y 
Montoya-Brand, 2016). El auge de la descentralización 
fomentó, también, una reinterpretación del papel de los 
gobiernos subnacionales y de la escala de lo local. Estos 
pasaron de tener un rol meramente operativo de pro-
yectos desarrollistas impulsados por el gobierno Nacio-
nal (Hernández-Bonivento, 2012) a asumir un mayor 
protagonismo en la toma de decisiones y en la forma 
de ejecutar políticas para el desarrollo en sus territorios 
(Restrepo, 2004).
Críticas a la gobernanza como 
estrategia DEL
La descentralización no es, sin embargo, una panacea 
para el desarrollo económico local (De Mattos 1990). 
Su efectividad y traducción potencial en resultados de 
desarrollo local depende de la articulación con capaci-
dades e instituciones locales. Por ejemplo, debido a los 
escasos recursos técnicos como financieros a nivel sub-
nacional para poder planificar el desarrollo (Varela et 
al., 2013), la descentralización y la emergencia del para-
digma de la gobernanza hizo que gobiernos locales – y 
particularmente las autoridades en medianas y grandes 
ciudades – pasaran también a depender de su asocia-
9ción con el sector privado y grupos de sociedad civil 
para elaborar estudios y prestar servicios. Por tanto, 
frente a una primera oleada de estudios de gobernanza 
que celebraban la emergencia de nuevas posibilidades 
de gobernar el territorio de manera más horizontal y 
democrática, tres críticas principales han surgido a este 
paradigma en los últimos años. 
En primer lugar, la posibilidad de que la gobernanza, 
como los gobiernos y los mercados, pueda fallar (Jes-
sop, 1998). Esto se da, por ejemplo, cuando los objeti-
vos de los diversos actores locales se alejan en demasía 
del interés público o cuando existe un conflicto irrecon-
ciliable en las negociaciones entre actores. A pesar de 
que los procesos participativos y redes que promulga la 
gobernanza abren la posibilidad de desarrollar políticas 
y estrategias a través de procesos de decisión partici-
pativos que pueden incluir a diferentes actores, la falta 
de representación de ciertos actores, ya sea de manera 
directa (no invitados a participar) o indirecta (invita-
dos a participar pero sin estar familiarizados con el len-
guaje y las dinámicas de la planificación participativa), 
puede llevar a la reproducción de las jerarquías socia-
les existentes o al diseño de agendas que perjudiquen a 
poblaciones vulnerables o sub-representadas (Montero, 
2015). Evitar este tipo de fallas es particularmente im-
portante en el contexto colombiano donde la debilidad 
de los representantes públicos en estructuras de gober-
nanza y planeación a nivel territorial así como las pocas 
garantías para la gestión transparente y participativa de 
los recursos (cooptados muchas veces por las élites lo-
cales) puede llevar al diseño de políticas públicas que 
reproduzcan las jerarquías y disparidades sociales exis-
tentes en lugar de revertirlas.
La segunda crítica tiene que ver con la manera en la 
cual el Banco Mundial y varios organismos internacio-
nales de desarrollo han difundido el enfoque de la “bue-
na gobernanza” como la solución al desarrollo de los 
países (Santiso, 2001). Podemos caracterizar la “buena 
gobernanza” como un enfoque pragmático que buscaba 
identificar casos exitosos de relaciones estado-sociedad 
en ciudades, regiones y países que pudieran ser usados 
y replicados como modelos y “buenas prácticas” de go-
bernanza en otros lugares. Según Pomerantz (2011), los 
principales aspectos de la agenda de la “buena gober-
nanza” adelantada por el Banco Mundial en la década 
de 1990 tenían que ver con la capacitación de gobier-
nos, la descentralización, fomentar el estado de dere-
cho, la corresponsabilidad y los mecanismos formales 
de democracia. Sin embargo, debido a que muchas ve-
ces este enfoque ha fomentado estructuras de decisión 
con más sociedad civil como excusa para reducir el 
papel del Estado, el enfoque de la “buena gobernanza” 
ha sido también criticado como neoliberal (Sheppard y 
Leitner, 2010) por asumir que el Estado es simplemente 
predador y corrupto (McGuire y Olson, 1996). Además, 
el énfasis del enfoque de la “buena gobernanza” en la 
replicabilidad de “buenas prácticas,” también ha sido 
criticado por ser prescriptivo y no tener en cuenta la 
diversidad institucional de los contextos locales (Mc-
Carney, 2003).
Finalmente, la tercera crítica sobre la gobernanza 
surgió por la necesidad de contextualizar el supuesto 
“cambio del gobierno a la gobernanza” a las condicio-
nes sociopolíticas y económicas de cada territorio dada 
la imposibilidad de interpretarlo como un cambio uni-
versal. La teoría de la gobernanza ha estado dominada 
por la experiencia de los países del norte de Europa, 
Estados Unidos y Reino Unido (Marinetto, 2003). No 
obstante, como afirma el filósofo y politólogo mexica-
no Luis F. Aguilar (2010), mientras que los estudios de 
gobernanza en el contexto anglosajón se han centrado 
en analizar y criticar las nuevas formas gerenciales neo-
liberales introducidas por la Nueva Gestión Pública, en 
el caso latinoamericano es necesario entender cómo las 
nuevas herramientas de la gobernanza se hibridaron 
con dinámicas institucionales y políticas heredadas del 
autoritarismo y el clientelismo. A diferencia de EEUU, 
Reino Unido o Europa del Norte, en América Latina 
nunca se partió de una democracia o estado del bienes-
tar consolidados. 
Mirar a la gobernanza desde Colombia implica tener en 
cuenta diversos procesos socio-políticos y económicos 
que han tenido lugar en el país y, por tanto, hace más 
compleja la narrativa anglosajona de una transición re-
lativamente simple de un Estado democrático del bien-
estar a uno neoliberal. En ese sentido, este documento 
hace énfasis en que en Colombia no se puede aplicar el 
concepto de gobernanza de la misma manera en que 
es entendido y utilizado en países europeos o del norte 
global (Tobasura y Ospina, 2010) y es por tanto necesa-
rio y urgente repensar la gobernanza desde un enfoque 
diferencial y que esté en sintonía con la economía polí-
tica y la realidad territorial de Colombia.
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Re-pensando la relación entre 
gobernanza y DEL desde Colombia: 
Informalidad, Élites y Diversidad
En la sección anterior mostramos que la visión an-
glo-céntrica de la “buena gobernanza” como herra-
mienta de desarrollo económico local privilegió la re-
plicación rápida de modelos y “buenas prácticas” de 
DEL provenientes de Europa y EEUU que no necesa-
riamente se adaptaban a las condiciones locales de los 
países o territorios de implementación en Colombia. 
También identificamos herramientas para incentivar el 
aprendizaje de tecnologías para alcanzar un desarrollo 
económico local sostenible e inclusivo. En esta parte 
del documento proponemos tres aspectos clave a tener 
en cuenta para que las iniciativas sobre gobernanza y 
las políticas públicas puedan incentivar el desarrollo 
económico local en Colombia: 1) la informalidad que 
predomina en numerosos ámbitos institucionales del 
país así como en procesos de planeación y desarrollo 
a nivel territorial; 2) entender las dinámicas de poder 
en las regiones de Colombia y el rol de las élites en in-
fluenciar procesos de gobernanza y DEL; y 3) la diversi-
dad de poblaciones y territorios que conviven en el país 
así como las nuevas formas de planeación basadas en 
la diversidad cultural que se han experimentado en las 
últimas décadas. Para cada una de estas variables cla-
ve se analiza un estudio de caso particular colombiano 
que pone de manifiesto las posibilidades y límites de 
fomentar el DEL a través de la gobernanza en Colombia
1. Informalidad, Gobernanza y DEL
Como han argumentado Amin (1999), y más recien-
temente Rodríguez-Pose (2013), la mayor parte de la 
literatura sobre instituciones y desarrollo económico se 
ha centrado en utilizar indicadores cuantitativos, mo-
delos econométricos y la teoría de juegos para analizar 
el papel de las instituciones formales como el estado de 
derecho y los derechos de propiedad, al igual que la co-
rrupción. Sin embargo, muchos de los arreglos institu-
cionales que ocurren a nivel local y departamental en 
Colombia para fomentar el DEL se caracterizan por su 
informalidad. Estos procesos informales son, por tan-
to, invisibles a las metodologías cuantitativas mediante 
las cuales los economistas institucionales del desarro-
llo, particularmente del Banco Mundial (Aron 2000, 
Kaufmann et al., 2000), han intentado medir la rela-
ción entre instituciones y el desarrollo económico (Ro-
dríguez-Pose 2013). Tener en cuenta y promover esta 
infraestructura “blanda” o informal que tiene lugar en 
ciudades pequeñas y regiones periféricas de Colombia 
es clave para poder promover procesos de desarrollo 
económico local basados en las características institu-
cionales propias de estos territorios. 
En el libro Gobernanza Frágil y Desarrollo Económico 
Local, Montero y Chapple (2018) destacan tres varia-
bles clave para poder analizar y fomentar el desarrollo 
económico local basadas en los procesos instituciona-
les informales que suelen caracterizar a las ciudades pe-
queñas e intermedias de América Latina: 
1. Crear redes y asociaciones que puedan conectar las 
dimensiones horizontales y verticales de la gobernan-
za necesarias para promover el desarrollo económico 
local;
2. Reconocer la existencia de diversas formas de 
aprendizaje y fomentar los procesos de aprendizaje 
para generar nuevas formas de colaboración y desarro-
llo económico;
3. Fomentar liderazgos individuales y facilitar la 
transición hacia procesos de liderazgos compartidos e 
inclusivos capaces de gestionar conflictos en esquemas 
emergentes de colaboración.
Con base a estas tres variables para analizar las ins-
tituciones informales, a continuación se desarrollan 
algunas ideas de cómo usar estas instituciones infor-
males para el DEL.
Redes
Una manera de entender el papel de las redes en el de-
sarrollo territorial es a través de la noción del capital 
social (Vargas, 2008). El capital social es un concepto 
que mide la capacidad de colaboración y organización 
social entre individuos, lo cual está influenciado por la 
confianza, la efectividad de las instituciones y la canti-
dad y calidad de redes y asociaciones existentes entre 
los actores de un territorio (Putnam, 1993). El capital 
social facilita tanto vínculos entre pares como puentes 
con el mundo exterior, permitiendo en consecuencia la 
acción conjunta (Putnam, 1993). Pero las redes de con-
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fianza y colaboración no sólo facilitan la acción con-
junta, sino que también pueden acercar las esferas del 
mundo privado y público y llevar al Estado y a la socie-
dad civil a una sinergia que se convierta en un activo de 
desarrollo (Evans, 1996). 
 Al igual que existen territorios con mayores y meno-
res niveles de formación y capital humano existen tam-
bién territorios con distintos niveles de capital social. 
En otras palabras, la confianza, las instituciones y las 
redes de colaboración social no están automáticamen-
te presentes en todos los territorios y hay diferencias 
notables entre la capacidad de colaboración entre terri-
torios. Estudiosos del capital social en Colombia han 
llegado a la conclusión de que la sociedad colombiana 
está fragmentada y atomizada y que la participación en 
asociaciones voluntarias es escasa (Sudarsky, 2001). La 
firma de los acuerdos de paz sin embargo abre nuevas 
posibilidades para la recomposición de las redes terri-
toriales y el tejido social colombiano. 
La creación de redes en Colombia por tanto se encuen-
tra en una encrucijada: si bien existen debilidades en 
capital social y bajos niveles de confianza del gobierno, 
persisten hasta el día de hoy en Colombia, particular-
mente en municipios pequeños e intermedios, el cre-
ciente papel de las redes y las instituciones informales 
en el contexto de la globalización y que ofrece nuevas 
posibilidades de desarrollo local y regional para ciu-
dades pequeñas e intermedias (Méndez, Michelini y 
Romero, 2006; Vázquez Baquero, 2010). Por ejemplo, 
Méndez et al. (2006) han argumentado que las ciuda-
des intermedias cuentan con fuertes redes sociales de 
cooperación que podrían usarse para fomentar nuevas 
posibilidades de desarrollo económico local e innova-
ción en el contexto de la globalización. En ese sentido, 
señalan algunas iniciativas como, por ejemplo:
 
crear foros de diálogo y participación capaces de reali-
zar un inventario de los recursos disponibles, identifi-
car las potencialidades y los déficit actuales, y a partir 
de aquí buscar una convergencia que pueda concretarse 
en proyectos colectivos. Una mejor coordinación entre 
las universidades, centros de investigación y centros de 
formación técnica o profesional con las empresas e ins-
tituciones públicas...” (Méndez et al., 2006, p. 393)
Aprendizajes
Como hemos destacado anteriormente, la literatura de 
la gobernanza económica se ha interesado cada vez más 
por el rol que juegan los procesos de aprendizaje en el 
desarrollo económico local y regional. Este giro ha ve-
nido motivado por un mayor énfasis en la necesidad 
de entender la productividad y competitividad de las 
empresas no sólo en términos de su capacidad de mi-
nimizar costes y maximizar beneficios sino como algo 
derivado de las rutinas y procesos usados en las ope-
raciones productivas, comerciales y de gestión del día 
a día. En otras palabras, las empresas que sobreviven 
en el tiempo no son necesariamente aquellas con me-
jor ratio de beneficio/costes, sino aquellas que logran 
adaptarse y sobrevivir a cambios en la demanda o en la 
manera de producir motivada por nuevas tecnologías, 
nuevos materiales, nuevos procesos, etc. 
Más recientemente, numerosos autores han abogado 
por pensar en estos procesos de aprendizaje no sólo a 
nivel de la empresa individual sino entre los diferen-
tes actores –empresas, organizaciones, asociaciones, 
individuos, etc.- que forman parte de una ciudad o 
región (Lundvall & Johnson, 1994, Morgan, 2007). A 
estos procesos territoriales también se les conoce como 
procesos de aprendizaje colectivo (collective learning). 
A través de procesos de aprendizaje colectivo, los te-
rritorios pueden no sólo adaptarse a nuevas demandas 
productivas o tecnológicas, sino también crear nuevas 
instituciones y colaboraciones público-privadas que 
permitan fomentar las capacidades locales y el desarro-
llo económico territorial (Helmsing, 2001).
En la literatura del desarrollo económico se ha distin-
guido tradicionalmente entre dos tipos de conocimien-
to: explícito y tácito. El conocimiento explícito es aquel 
que puede transferirse de manera oral y/o escrita y por 
tanto aprenderse a través de manuales, cursos, guías, 
etc. El conocimiento tácito, sin embargo, sólo puede ser 
adquirido a través de práctica o imitación, por ejem-
plo, en una relación de mentor-aprendiz. Debido a la 
importancia de la experiencia práctica y personal para 
adquirir este tipo de conocimiento, los procesos infor-
males de aprendizaje relacionados con el conocimiento 
tácito se centran más en la colaboración e intercambio 
de conocimiento entre redes de iguales (también lla-
mados de par-a-par), por ejemplo, entre empresas con 
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productos parecidos, campesinos con necesidades si-
milares o burócratas con desafíos comparables. En este 
contexto, la narración de historias (también conocido 
como storytelling) tiene una gran importancia como 
herramienta para el desarrollo local y regional (Throg-
morton, 1996; Sandercock, 2003). La transmisión de 
conocimiento a través de historias (storytelling) se 
diferencia de la transmisión de conocimiento a través 
de técnicos o expertos en varios aspectos. Una historia 
tiene un orden cronológico –un principio y un fin- así 
como un argumento y unos protagonistas claros e iden-
tificables. Las historias tienen también una tensión mo-
ral y potencial para generalizarse (Sandercock, 2003, 
13). En otras palabras, las especificidades y enseñanzas 
de una historia pueden aplicarse a otros contextos. Es-
tos mecanismos “suaves” o informales de aprendizaje 
como el storytelling o la experiencia práctica pueden 
convertirse en herramientas muy potentes para crear 
nuevas formas de colaboración y gobernanza para el 
DEL (Chapple & Montero, 2016). No obstante, estas 
nuevas formas de colaboración entre actores, basadas 
en procesos de aprendizaje, pueden ser frágiles al prin-
cipio y es necesario tener especial cuidado en reforzar-
las y hacerlas sostenibles en el tiempo. 
Liderazgo
Las redes y asociaciones entre actores públicos y pri-
vados son estructuras con diferentes grados de densi-
dad (más o menos actores involucrados), pero también 
con diferentes grados de sostenibilidad (duración en 
el tiempo). Esta sostenibilidad viene definida por la 
manera en la cual una red pueda mantenerse funcio-
nal y cohesionada en el tiempo. Diferentes elementos 
juegan su rol en este aspecto: relaciones de poder equi-
libradas, sistemas efectivos para manejar el conflicto 
entre los miembros de la red, misión y objetivos bien 
definidos, etc. Las redes de gobernanza pueden surgir 
de manera orgánica a través de la asociación paulati-
na de nuevos miembros o bien pueden establecerse de 
manera arbitraria como una manera de solucionar un 
problema determinado. La cooperación internacional 
en Colombia ha apoyado financieramente diferentes 
iniciativas a través de la creación de redes y liderazgos. 
Lamentablemente, también son numerosos los casos en 
los que estas nuevas asociaciones no logran su objetivo 
o dejan de existir tras algunas reuniones iniciales. En 
ese sentido, el rol de ciertas personas u organizaciones 
líderes es clave no sólo para impulsar nuevos procesos 
de desarrollo económico local, sino también para darle 
sostenibilidad en el tiempo a procesos en marcha.
Como hemos visto anteriormente, la confianza no sólo 
es determinante en la calidad o intensidad de las redes, 
también ejerce influencia sobre el grado de apertura a 
nuevos participantes e ideas. A pesar del consenso en 
relación con los efectos positivos del capital social en el 
desarrollo económico local, éste también puede desen-
cadenar efectos negativos si es excesivamente excluyen-
te y conduce a redes incapaces de abrirse a nuevas ideas 
e innovaciones (Murphy, 2006). El buen funcionamien-
to de los mecanismos de gobernanza de un territorio 
por tanto requiere no sólo de capital social dentro de 
una comunidad pequeña sino también de actores cata-
lizadores con la capacidad de influir e involucrar a más 
actores hacia el logro de metas y objetivos comunes de 
desarrollo del territorio (Sotarauta et al., 2012; Stimson 
et al., 2009). 
En este contexto, Karlsen y Larrea (2012) hacen una 
distinción entre tres tipos de capacidades que facilitan 
la emergencia de procesos de liderazgo compartido: la 
capacidad institucional, la capacidad de trabajar en red 
y la capacidad de socialización. En primer lugar, la ca-
pacidad institucional hace alusión a la habilidad para 
conectar a los actores en una red y facilitar espacios 
para la acción. En segundo lugar, la capacidad de tra-
bajar en red consiste en la habilidad para fortalecer la 
confianza y elementos de solidaridad y lealtad entre los 
actores. En tercer lugar, la capacidad de socialización se 
refiere a la habilidad para que los miembros valoren la 
red y trabajen por el logro de objetivos comunes. Por su 
parte, Andrew Beer (2014) identifica una serie de ca-
racterísticas que definen un líder efectivo en un entor-
no rural y comunitario: 1) la formulación de una visión 
realista del desarrollo económico y social de la comuni-
dad; 2) tiene el aval de la gran mayoría de la comunidad 
o en su defecto, se compromete de manera activa para 
lograrlo 3) motiva a las personas a alcanzar la visión co-
mún y 4) predica con el ejemplo. Así mismo, este autor 
sugiere que en las comunidades rurales, líderes efecti-
vos a nivel local construyen resiliencia comunitaria y 
pueden contribuir a asegurar el futuro económico de la 
comunidad.
Uno de los aprendizajes de ADELCO en la promoción 
de liderazgos y DEL en Colombia ha sido la importan-
cia de formar lideres locales en el sector público, priva-
do y social, ya que estos, en el mediano y largo plazo, 
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asumen cargos con capacidad de decisión e incidencia 
en diferentes ámbitos. Uno de los factores de éxito iden-
tificados por ADELCO es la existencia de líderes locales 
que conocen y se comprometen con el desarrollo terri-
torial y que a lo largo de su carrera van asumiendo posi-
ciones en diferentes entidades del territorio con esa vi-
sión. La experiencia latinoamericana reciente muestra 
que este tipo de liderazgos, combinado con otros fac-
tores, puede contribuir a dinamizar el DEL de manera 
sostenible (Madridejos, 2017). 
En el contexto de Colombia es importante tener en 
cuenta que los liderazgos no sólo deben ser compar-
tidos sino también inclusivos. Por inclusión nos refe-
rimos a tener en cuenta variables como raza, género y 
edad a la hora de fomentar y analizar el rol de los lide-
razgos territoriales en el DEL. En muchas ocasiones, los 
liderazgos en ciudades pequeñas y zonas rurales suelen 
recaer en hombres blancos mayores en detrimento de 
mujeres, jóvenes y personas de color (Montero y Calde-
rón 2018). En este contexto, es importante contar con 
líderes que representen la diversidad demográfica de 
los territorios. Finalmente, otro dato a tener en cuenta 
en el caso de Colombia es el alarmante número de ase-
sinatos de líderes sociales y territoriales. Según el infor-
me de INDEPAZ-ACPAZ (2018), tan sólo entre enero 
y marzo de 2018, fueron asesinados en Colombia 58 lí-
deres sociales y defensores de DDHH. La distribución 
geográfica muestra una concentración de asesinatos en 
ciertos departamentos: Cauca (12), Antioquia (9), Nor-
te de Santander (6) y Córdoba (5). Es urgente en este 
contexto garantizar la seguridad de los líderes sociales 
en los territorios y hacer valer las reglamentaciones al 
respecto en los Acuerdos de Paz.
Para ilustrar las posibilidades y límites de fomentar el 
DEL a través de procesos de gobernanza informal en 
Colombia, en la siguiente sección se analiza el caso de 
Mompox, donde un grupo de artesanos independientes 
está innovando nuevas formas de asociación y lideraz-
go basadas en sistemas de colaboración informales con 
roles específicos y bien definidos para cada uno de sus 
miembros (Montero y Calderón, 2018). Estas dinámi-
cas han generado mecanismos horizontales de recipro-
cidad para generar confianza entre los artesanos antes 
de su formalización y han logrado además incluir a jó-
venes y mujeres en sus estructuras de liderazgo.
Estudio de caso: Mompox
Un estudio de Artesanías de Colombia de 2013 identifi-
có una debilidad en el fomento de procesos de asociati-
vidad entre artesanos de la filigrana en Mompox debido 
a una actitud individualista y una falta de confianza en 
los beneficios del trabajo colectivo. El estudio destaca-
ba el debilitamiento de los líderes de las organizaciones 
debido al poco relevo generacional y el gran número de 
responsabilidades que les recaen, la falta de comunica-
ción entre los miembros de las asociaciones y el desco-
nocimiento de los diferentes proyectos que llegan a res-
paldar procesos de desarrollo económico en la región. 
Al igual que ocurre en otros municipios colombianos, 
en Mompox hay un esquema repetido de organismos 
públicos y agencias de desarrollo que condicionan la 
inversión en un nuevo proyecto a la creación de una 
asociación de productores. Con frecuencia los fondos 
de estas iniciativas desaparecen con el tiempo al igual 
que la asociación, reduciendo las expectativas locales 
en relación con la creación de nuevas asociaciones y la 
sostenibilidad de las mismas. 
Frente a este panorama de desilusión con formas tradi-
cionales de asociatividad en el sector de la orfebrería, 
hace un año surgió en Mompox el Grupo de Artesanos 
Independientes (GAI), un grupo de artesanos orfebres 
que trabajaban de manera independiente. El grupo está 
conformado por 20 artesanos organizados por una cau-
sa común: la construcción de líderes en el sector de la 
filigrana que incluya a jóvenes y mujeres para romper 
con la figura tradicional de hombre mayor “maestro” 
que usualmente lideraba las asociaciones creadas con 
anterioridad. Aunque la mayoría son jóvenes artesanos, 
todos son maestros orfebres y se benefician de la expe-
riencia y trayectoria de personas mayores en el grupo, 
respetados como ‘maestros de maestros’ en el oficio. 
Esta colaboración inter-generacional incentiva el senti-
do de pertenencia por la filigrana entre los más jóvenes. 
La inclusión de líderes mayores y jóvenes contribuyó 
al empoderamiento de algunos jóvenes del municipio 
y abrió nuevas posibilidades para la generación de una 
acción colectiva más inclusiva. Aunque se trata de un 
grupo de reciente formación, el grupo de artesanos in-
dependientes de Mompox pone en evidencia que no 
todas las asociaciones necesitan ser formalizadas para 
construir redes de colaboración y que la formalización 
jurídica no necesariamente constituye el primer paso 
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para afianzar procesos de asociatividad. Por el contra-
rio, privilegiar mecanismos horizontales de participa-
ción y liderazgo que permitan que todos los miembros 
tengan injerencia en las decisiones colectivas contri-
buye a incentivar la confianza de los participantes en 
relación con la asociatividad. La evidencia de Mompox 
sugiere que los esfuerzos de política pública sobre li-
derazgo y desarrollo económico local se enfoquen en 
fomentar dichos procesos evolutivos de manera pro-
gresiva y con énfasis en las actividades generadoras de 
confianza y colaboración inter-generacional, en lugar 
de la simple formalización jurídica de las asociaciones y 
el empoderamiento de líderes tradicionales.
2. Élites, Gobernanza y DEL en Colombia
En América Latina y, particularmente en Colombia, 
existe una poderosa élite oligárquica que controla gran 
parte de los activos capitalistas, los derechos de propie-
dad de la tierra y muchos de los recursos territoriales. 
Los cambios hacia un sistema de gobierno más descen-
tralizado luego de la entrada en vigor de la Constitu-
ción de 1991 permitieron a las élites locales y regionales 
tener una mayor influencia en los arreglos instituciona-
les y de gobernanza creados en sus respectivos territo-
rios. Esto pone de manifiesto la necesidad de estudiar 
el papel de las élites políticas y económicas en la confi-
guración del desarrollo económico local en Colombia. 
Esta necesidad se ha puesto, además, de manifiesto 
también entre los principales autores del debate aca-
démico entre institucionalismo y desarrollo. En los úl-
timos años se ha producido un importante cambio en 
la manera de analizar el papel de la gobernanza para 
generar desarrollo. A principios de la década de 1990, 
Douglas North (1990) afirmaba que, para lograr desa-
rrollo, los territorios necesitaban contar con estructuras 
institucionales “correctas” que redujeran al máximo los 
costos de transacción. Mas recientemente, sin embargo, 
este autor argumenta que para entender el impacto de 
las instituciones en el desarrollo es necesario realizar un 
cuidadoso análisis de las estructuras de poder, las élites 
y las relaciones sociales que existen en un territorio. En 
ese sentido, North et al. (2009, p. 159), enfatizan que 
“el desarrollo político y económico resulta de la crea-
ción de instituciones más sofisticadas y duraderas que 
puedan estructurar las relaciones de las élites dentro de 
una coalición dominante”. De manera similar, el eco-
nomista Dani Rodrik ha venido prestando una mayor 
atención al rol de las élites y los grupos poderosos en el 
desarrollo, comprendiéndolos como un factor impor-
tante a la hora de abordar el análisis institucional del 
crecimiento económico y el desarrollo inclusivo (Ro-
drik, 2014). Esto se debe a que las élites pueden, por 
ejemplo, bloquear reformas que pretendan lograr una 
gobernanza más eficiente si temen que estas políticas 
pueden afectar su poder político.
Si bien existe una variedad de interpretaciones diferen-
tes sobre la definición del concepto de “élite”, en este 
documento nos basamos en la clasificación de Di John 
y Putzel (2009, p.15), quienes encuentran que las élites 
están formadas por una serie de individuos y grupos 
organizados que incluyen: a) individuos que represen-
tan activos valiosos en una economía (es decir, capita-
listas); b) aquellos que tienen poder sobre la asignación 
de derechos de propiedad (es decir, líderes políticos o 
propietarios); c) aquellos que tienen poder para nego-
ciar en nombre de una comunidad (es decir, líderes tri-
bales o líderes religiosos); y d) líderes de organizaciones 
políticas (es decir, líderes de partidos). 
Para entender el rol que juegan las élites en el DEL es 
útil pensar en la capacidad de organización de los di-
ferentes actores de un territorio. La capacidad de orga-
nización se entiende como el poder de cualquier gru-
po – de élite o no élite – para organizarse económica 
y políticamente con el fin de influir en las funciones 
institucionales y en la formulación de políticas públicas 
(Khan, 2010a). Los distintos resultados de desarrollo de 
un territorio frente a otro por tanto no son simplemen-
te atribuibles a las diferentes capacidades instituciona-
les o gubernamentales de esos territorios, sino que son 
también afectados por las relaciones al interior de las 
élites y por cómo las organizaciones de las élites y los 
grupos no pertenecientes a las élites se relacionan en-
tre ellos. Esto también incluye dinámicas con y entre 
grupos armadas del conflicto colombiano. En ese sen-
tido, hay que tener también en cuenta cómo ciertos in-
dividuos o grupos no pertenecientes a las élites, como 
activistas políticos, organizaciones de la sociedad civil, 
grupos como los paramilitares, el ELN y las FARC son 
también relevantes para abordar el análisis del poder a 
nivel territorial.
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Élites en Colombia
Colombia es un país de regiones en el que las estructu-
ras políticas y económicas están altamente regionaliza-
das desde la época colonial (Appelbaum, 2016). El libro 
“Colombia una nación a pesar de sí misma” refleja la 
gran fragmentación del país (Bushnell, 1993). Las rela-
ciones de poder y las estructuras de las élites en Colom-
bia se caracterizan por tener un alto grado de fragmen-
tación (Hylton y Tauss, 2016). Dicha fragmentación es 
visible no sólo a lo largo de las líneas geográficas, sino 
que también está representada por una división entre 
las facciones de las élites a lo largo de las líneas secto-
riales y los intereses empresariales (Franz, 2018). La 
evolución histórica de la distribución del poder, con 
un gobierno central relativamente débil y poderosas 
facciones de élites regionales con una multiplicidad de 
intereses empresariales, ha dado como resultado un do-
minio de diferentes facciones de las élites oligárquicas 
a nivel regional y local. Además de la importancia de 
las capacidades de las entidades gubernamentales loca-
les, la literatura académica ha aumentado su interés en 
la relevancia de las capacidades y el compromiso de las 
élites para lograr resultados incluyentes y sostenibles de 
desarrollo económico local. Una cuestión central en el 
análisis de la forma en que las élites influyen en la go-
bernanza económica y el desarrollo tiene que ver con 
los tipos y niveles específicos de capacidades y compro-
misos de las élites. Las particularidades de muchos go-
biernos descentralizados de Colombia y el rol relativa-
mente fuerte de las facciones de las élites regionales en 
su influencia en el entorno institucional para lograr una 
gobernanza económica eficiente, permiten que se des-
taque de forma concreta la interacción entre las élites 
regionales, el Estado local y las entidades gubernamen-
tales, y el gobierno central de Colombia. Adicionalmen-
te, en muchas regiones colombianas existen poderosas 
facciones de élite que no se sienten históricamente alie-
nadas y arraigadas en el territorio y la región en donde 
están operando. Por razones de colonización interna o 
de mover operaciones empresariales a partes con alta ri-
queza en recursos naturales se observa que en regiones 
como los Llanos Orientales o en el Chocó existen élites 
poderosas que no tienen vínculo histórico o identidad 
territorial con la región, lo cual también dificulta la re-
lación entre élite empresarial y la política pública local y 
regional en ese contexto.
En Colombia, la falta de un proyecto unificado de las 
élites para establecer capacidades estatales modernas 
ha dificultado el desarrollo de capacidades institucio-
nales para incentivar el crecimiento en los sectores de 
tecnología media y alta. La dinámica en juego en Co-
lombia, en donde muchas poderosas facciones de la 
élite regional compiten por el poder político para ac-
ceder a fuentes de creación de rentas nacionales, no ha 
resultado en una competencia productiva. En cambio, 
las élites a menudo han usado su poder de una manera 
que ha desembocado en un ineficaz aprovechamiento 
de rentas económicas. Además, la gran concentración 
de élites regionales de Colombia en la creación de exce-
dentes a través de actividades económicas territoriales 
ha resultado, en muchos casos, en el establecimiento 
de estructuras de gobernanza que difícilmente pueden 
conducir a niveles de desarrollo económico inclusivos 
y sostenibles (Khan y Blankenburg, 2009; Franz, 2018).
Concentración del poder 
en Colombia y DEL 
En Colombia, los intereses de las élites y las capacida-
des tecnológicas de los empresarios son factores impor-
tantes para incentivar (o desincentivar) el aprendizaje 
tecnológico y el desarrollo económico local. Colom-
bia, como la mayoría de los países de América Latina 
tiene muy bajos niveles de productividad. Después de 
la apertura económica de la década de 1990, las polí-
ticas públicas flexibilizaron el mercado laboral y hubo 
un crecimiento económico concentrado en sectores de 
baja productividad y bajos salarios. A pesar de que se 
incentivó la inversión extranjera a través de la creación 
de numerosas zonas francas, hubo una falta de incen-
tivos para fomentar inversiones privadas en sectores 
de alto valor añadido y alta productividad. Además, el 
continuo fomento del crecimiento del sector extractivo 
y minero no sólo pone en peligro la biodiversidad y la 
sostenibilidad ecológica, sino que también tendría efec-
tos negativos para la economía en el largo plazo. 
Un problema grave para el desarrollo económico de 
Colombia es la concentración del poder. Debido a los 
excedentes económicos creados por la extracción de re-
cursos naturales en los últimos años, el poder relativo 
de los terratenientes y de las empresas mineras y pe-
troleras ha aumentado con respecto al de otros actores 
económicos. Tal concentración de poder económico 
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coincide con una concentración del poder político. En 
muchas regiones donde la presencia de élites económi-
cas o políticas ha sido marginal se ve una concentración 
de poder por actores armados. Esa concentración de 
poder resulta de control territorial, de despojo de tie-
rras, y de desplazamiento forzado. La cooptación de lo 
político por estos actores económicamente poderosos 
aumenta aún más la concentración de poder de actores 
armados e ilegales en ciertas regiones.
La concentración del poder político y económico en 
manos de unos pocos socava el desarrollo de la capa-
cidad del Estado de apoyar a sectores y actores que se 
encuentran fuera del dominio del poder, lo cual tam-
bién tiene efectos negativos para el fomento de la com-
petencia, algo muy necesario para la economía colom-
biana. Si no hay capacidades estatales para incentivar 
las inversiones capitalistas en la tecnología y en los 
trabajadores —así exista una creencia neoliberal en la 
concentración de las ventajas comparativas globales— 
se socava aún más cualquier esfuerzo del Estado por lo-
grar la diversificación económica y generar crecimiento 
en los sectores de productividad media y alta.
En muchas ocasiones surgen fallas de mercado y go-
bernanza relacionadas con la adquisición y adaptación 
de tecnología que están vinculadas a capacidades limi-
tadas y/o al diseño de políticas deficientes que ignoran 
los factores particulares que fomentan el crecimiento 
económico. Por ejemplo, a menudo es más fácil y más 
barato contratar trabajadores que hayan adquirido co-
nocimiento tácito o capacitación formal en lugar de 
invertir en el desarrollo de habilidades dentro de la em-
presa, particularmente porque los trabajadores pueden 
irse a otras empresas. Las capacidades de gobernanza 
son necesarias para proporcionar subsidios u otras for-
mas de apoyo a trabajadores o empresas para que estas 
realicen inversiones en mejorar habilidades de aprendi-
zaje (Khan, 2010b, p.22). También se requieren capaci-
dades de gobernanza para garantizar el monitoreo y la 
retirada de fondos públicos en caso de incumplimiento. 
Sin embargo, en contextos con élites económicas pode-
rosas, éstas podrían influir en el resultado de tales ci-
mientos institucionales y pueden utilizar su poder para 
promover intereses privados y actividades económicas 
que les benefician, a pesar de no ser necesariamente las 
que beneficien al futuro del territorio. 
Un caso interesante en el que una combinación de ca-
pacidades de gobernanza y los intereses de las élites 
tuvo como resultado una gestión exitosa de estrategias 
de financiación que lograron mejorar el desarrollo eco-
nómico local en Colombia es la Federación Nacional de 
Cafeteros (FNC). En seguida se analiza cómo el caso de 
la FNC y su función histórica como organización pú-
blica-privada ha fortalecido entidades locales en la go-
bernanza de dinámicas de desarrollo económico local.
Caso de estudio: 
la Federación Nacional de Cafeteros
A pesar de que las exportaciones de café crecieron más 
del 7% entre 1905-1909 y entre 1925-1929, muchas de 
las regiones cafeteras de Colombia enfrentaban serias 
limitaciones para lograr resultados inclusivos de desa-
rrollo económico local. Dichas restricciones estaban 
relacionadas con el acceso limitado al crédito, a los 
mercados internacionales de capital y a redes eficientes 
de infraestructura. Además de estas necesidades insti-
tucionales estructurales, había otro factor que obstacu-
lizaba el crecimiento de la productividad en el sector 
del café: la incapacidad de crear vínculos entre los dife-
rentes productores a pequeña escala.
Para superar estas limitaciones institucionales, los sec-
tores en expansión del café y el comercio unieron es-
fuerzos para presionar acciones por parte de los gobier-
nos locales y el gobierno nacional. Ese fue el comienzo 
de una asociación público-privada que tendría una in-
fluencia duradera en el desarrollo económico local y re-
gional en Colombia: la FNC. Fundada en 1927, la FNC 
surgió como una red muy efectiva que combinaba los 
intereses de las élites regionales -desde banqueros, co-
merciantes, grandes y pequeños propietarios de tierras, 
hasta industriales- con intereses políticos nacionales 
para promover estrategias de crecimiento y desarro-
llo local para el sector cafetero. Las operaciones de la 
FNC funcionaron de manera descentralizada para po-
der adaptarse a necesidades particulares de aprendizaje 
de nuevas tecnologías y apoyar a cafeteros con créditos 
e inversiones específicos. En tal manera, la FNC, una 
federación privada con capacidades casi estatales (por 
ejemplo, a través de la capacidad de recaudación de im-
puestos) “tenía una dimensión de control social, ya que 
la federación construía relaciones paternalistas con los 
pequeños productores de café, que a su vez coopera-
ban y dependían de la federación y el gobierno local 
“(Thorp, 1998, pp. 59-62).
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A pesar de que las élites que la formaron tenían intere-
ses variados y, a veces incluso en competencia (hacen-
dados versus industriales, locales vs nacionales), la FNC 
pudo ejecutar de forma independiente mecanismos 
institucionales para gestionar recursos nacionales que 
incentivaban el aprendizaje a nivel local y regional. Este 
esfuerzo fue clave para la promoción de un desarrollo 
económico local que iba más allá del sector cafetero. De 
esa manera, la FNC demuestra cómo la conciliación de 
diversos intereses de las élites no siempre es el problema 
central para lograr el desarrollo económico local, sino 
que más bien éste puede hallarse en las limitaciones 
institucionales relacionadas con la creación de redes 
de aprendizaje para mejorar la productividad entre los 
diferentes productores de pequeña escala. Los obstácu-
los financieros fueron superados gracias a los bancos 
mercantiles que ayudaron a los caficultores a acceder 
al crédito a través de la creación del Fondo del Café en 
1940. Esto ayudó a los pequeños productores a invertir 
en largos y eficaces procesos de aprendizaje. Además, el 
café era, en muchos sentidos, el vínculo entre los sec-
tores agrícola e industrial. Esta complementariedad es-
tuvo relacionada con el hecho de que la atención en el 
café por parte de las élites y las entidades de gobierno, 
logró crear incentivos para las inversiones en desarrollo 
de infraestructura, aumentos generales en los ingresos, 
desarrollo urbano y creación de excedentes para la rein-
versión industrial. A través de la FNC, el café además 
ayudó a estabilizar la economía de Colombia, ya que 
concilió intereses en conflicto de las élites y logró usar 
el excedente para la diversificación de la economía.
En resumen, la FNC no sólo logró reducir los costos de 
transacción que limitan el crecimiento de ciertas acti-
vidades a nivel local, sino que también sirvió como un 
escenario efectivo para la negociación de las élites que 
redundó en una minimización de los costos de transac-
ción y estabilizó la economía de Colombia. La FNC lo-
gró combinar diversos intereses de las élites a la vez que 
distribuyó rentas y beneficios a pequeños productores 
(Ocampo y Botero, 2000). Además logró realizar un 
importante esfuerzo de industrialización en la región 
cafetera que se mantiene vivo hasta hoy. Como afirma 
Restrepo Santamaría (2011, p. 20): “el café era el vínculo 
entre la agricultura y la industria, por la expansión de la 
demanda de maquinaria agrícola generada por el café.”
Mientras que la FNC sigue siendo una entidad impor-
tante para fortalecer el desarrollo económico local en 
Colombia, su peso al nivel nacional y local viene dis-
minuyendo. No obstante, el caso de la FNC muestra 
cómo esfuerzos de élites, de entidades estatales locales 
y nacionales, y productores de café lograron fortalecer 
la institucionalidad para apoyar el desarrollo económi-
co local y territorial. 
3. Diversidad, Gobernanza 
y DEL en Colombia
La diversidad étnica, cultural y geográfica de Colombia 
es un elemento determinante para poder comprender 
diversos procesos políticos, económicos y sociales que 
han tenido lugar en el país a lo largo de su historia. Este 
elemento es por tanto un aspecto clave a tener en cuen-
ta a la hora de diseñar y ejecutar proyectos y políticas de 
DEL, como también los son la comprensión del papel 
de la informalidad o las élites revisados en las anteriores 
secciones. El proceso de poblamiento y desplazamiento 
que vivió Colombia durante la época colonial, que con-
frontó a españoles, indígenas y africanos, derivó en un 
control fragmentado del territorio por parte de las ins-
tituciones monárquicas sobre la Nueva Granada (Gon-
zález y Otero, 2006). Este orden colonial que subyugó a 
poblaciones indígenas y negras y privilegió los asenta-
mientos y familias de españoles y criollos ha tenido una 
incidencia en la trayectoria que ha vivido el país en ma-
teria de desarrollo social y económico, y sus consecuen-
cias llegan hasta nuestros días. Por ejemplo, es posible 
evidenciar que, en la actualidad, ciertos municipios que 
presentaron mayores niveles de esclavitud en la época 
colonial son sustancialmente más pobres que munici-
pios con características similares que no vivieron ese 
fenómeno (Robinson, 2016). En ese mismo sentido, 
Meisel (2014) evidencia que algunos territorios que 
eran prósperos y pobres en el siglo XVI tienden estar 
en la misma condición que hoy en día. Dichos proce-
sos diferenciados de poblamiento y control, sumados a 
la compleja geografía nacional, produjeron sociedades 
caracterizadas por una fuerte identidad regional y con 
maneras distintas de relacionarse con las instituciones 
del Estado (González y Otero, 2006; Fals-Borda, 1996).
Hoy en día Colombia todavía se caracteriza por ser un 
país con un importante mestizaje y por contar con nu-
merosas comunidades indígenas y afrodescendientes. 
De acuerdo con el censo de 2005, en el país residen 87 
pueblos indígenas que representan un 3,43% de la po-
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blación del país, mientras que las poblaciones afroco-
lombianas representan el 10,62%. Además de tener una 
sustancial diversidad étnica, Colombia también presen-
ta profundas disparidades en el desarrollo económico y 
social entre las regiones, y los sectores rural y urbano 
(Robinson 2016), y que afectan más fuertemente a las 
minorías étnicas del país. Por ejemplo, si se analizan 
datos sobre la pobreza multidimensional en Colombia, 
se puede observar que mientras el total nacional de este 
indicador llega al 17%, en las comunidades indígenas 
es del 69,5% y en las comunidades afrodescendientes 
es de 58,2 (DANE, 2015-2018). Estas disparidades en 
el desarrollo muestran un patrón de centro-periferia 
(Galvis y Alba, 2016), siendo la periferia más rezagada 
que el centro y la que acoge a gran parte de las minorías 
étnicas de Colombia. Esta heterogeneidad geográfica, 
económica y cultural que caracteriza a los territorios 
de Colombia ha representado enormes desafíos para 
la consolidación del Estado a nivel nacional y su inte-
racción con los distintos territorios y poblaciones del 
país (González y Otero, 2006) así como para el diseño y 
ejecución de políticas de desarrollo local y regional que 
logren revertir las diferencias existentes entre las regio-
nes y puedan incluir a los diferentes pueblos originarios 
que viven en las zonas más rezagadas. 
 
La Constitución de 1991: 
una ventana de oportunidad para 
administrar la diversidad
El proceso democratizador y descentralizador que se 
profundizó con la entrada en vigencia de la constitu-
ción de 1991 representó una ventana de oportunidad 
para dar respuesta a algunos retos derivados de las pro-
fundas diferencias anteriormente mencionadas. La car-
ta política de 1991 dio un paso histórico al reconocer, 
por primera vez, la condición multicultural y pluriét-
nica del país. Esto se tradujo en la consagración de un 
conjunto de principios y derechos que buscan destacar 
la diversidad cultural y, a su vez, definir herramien-
tas concretas para que las diferentes minorías étnicas, 
como comunidades indígenas o pueblos afros, puedan 
proteger y perpetuar sus tradiciones y pensar el desa-
rrollo desde sus particularidades y visiones del mundo 
(Bonilla, 2009). En este contexto se permitió el estable-
cimiento y reconocimiento de los territorios y medios 
de producción de los pueblos indígenas y afrodescen-
dientes (Durán, 2009). De igual forma, la nueva consti-
tución definió un modelo de democracia participativa, 
en el que es relevante la autodeterminación de dichos 
pueblos, y que demanda al Estado colombiano nego-
ciar y concertar cualquier proyecto que pueda tener un 
impacto sobre el territorio y la cultura de estas comuni-
dades (Durán, 2009; Rodríguez, 2014). Por ejemplo, la 
norma que regula la aplicación de la consulta previa, el 
decreto 1320 de 1998, hace hincapié en que las comu-
nidades indígenas y afrodescendientes deben participar 
en los planes de manejo ambiental que realizan los res-
ponsables de los proyectos en los territorios de dichas 
comunidades. En estos estudios ambientales se deben 
incluir los componentes socioeconómicos y culturales 
de los pueblos indígenas o negros. 
Las comunidades afrocolombianas cuentan también 
con la protección de la ley 70 de 1993. Esta norma está 
estructurada alrededor de tres ejes temáticos. En el pri-
mero, se establecen los criterios para determinar cuá-
les son las comunidades negras culturalmente diversas; 
en el segundo, se precisa el procedimiento para que se 
adjudiquen los territorios que estas comunidades han 
habitado ancestralmente; y, en el tercero, se establecen 
algunos derechos diferenciados para estos grupos so-
ciales, como por ejemplo la etnoeducación y el etno-
desarrollo (Bonilla, 2009). Las comunidades indígenas 
también tienen la posibilidad de consolidar Planes de 
Vida que contienen elementos para definir el gobierno 
y administración de sus territorios. Estos Planes deben 
estar ajustados a las características de cada pueblo indí-
gena y deben ser aprobados por sus miembros. Asimis-
mo, dichos planes deben incluir aspectos económicos, 
sociales, medioambientales, geográficos y políticos se-
gún las costumbres y cosmovisiones. (Rivera y Gómez 
2006 en Cayon, 2012). Una parte importante de estos 
documentos está dedicada a detallar cómo se deben in-
vertir los recursos que transfiere la Nación, mediante 
el Sistema General de Participaciones, a los resguardos 
indígenas (Monje, 2015). 
Aunque la Constitución de 1991 promulgó una serie de 
normas para empoderar a las minorías étnicas, reco-
nocer derechos a sus territorios ancestrales y definir su 
futuro y visión de desarrollo, existen numerosas críticas 
hacia estos instrumentos como herramientas de desa-
rrollo local y regional. Por ejemplo, Monje (2015) ha 
cuestionado el carácter administrativo que prima en los 
Planes de Vida de las comunidades indígenas. Por ejem-
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plo, crea actores que muchas veces no guardan relación 
con las tradiciones culturales -como los gobernadores 
indígenas- y se centra demasiado en la inversión de los 
recursos de transferencias de la nación, lo que en algu-
nas comunidades ha derivado en proyectos poco per-
tinentes o compra de infraestructura que no se utiliza. 
En ese mismo sentido, Avellaneda-Torres et al. (2015) 
y Durán (2009) han señalado que existen deficiencias 
en los procesos participativos al interior de los Planes 
de Manejo cuando se pretenden desarrollar actividades 
económicas, como concesiones turísticas. Muchas ve-
ces estas grandes empresas pueden no cooperar con las 
comunidades locales y terminan rivalizando con las di-
námicas económicas de pueblos étnicos. Estas deficien-
cias dan pie a constantes conflictos y tensiones entre las 
autoridades públicas, el sector privado y comunidades 
locales (Benavides y Duarte 2010; Durán, 2009; De 
Pourcq et al., 2017). Tomando el ejemplo de las áreas 
protegidas en Colombia, De Pourcq et al. (2017) con-
sideran que dichos conflictos están asociados a factores 
como: la exclusión social; la negación de los derechos 
territoriales ancestrales; deficientes procesos de partici-
pación comunitaria; y restricciones a las prioridades de 
uso de los recursos comunitarios.
Algunos desafíos para  
fomentar el DEL y la gobernanza  
en un contexto de diversidad
Diversas investigaciones sobre gobernanza en Colom-
bia han demostrado que las implicaciones para el DEL 
son muy importantes para entender cómo se pueden 
diseñar esquemas que permitan la coordinación de in-
tereses entre el Estado, el sector privado y pequeñas co-
munidades que se ubican en la periferia económica del 
país. Basándonos en las críticas realizadas a los instru-
mentos que ha diseñado el Estado para fomentar la par-
ticipación y protección de las comunidades originarias 
(como son las consultas previas o los Planes de Vida) 
y regular la interacción entre actores públicos y priva-
dos para dinamizar cadenas productivas, en las próxi-
mas secciones se exponen tres retos que buscan servir 
de reflexión para analizar cómo fortalecer y consolidar 
estrategias de gobernanza para el DEL en el contexto 
diverso colombiano.
Empoderamiento comunitario que mejore relacio-
nes de poder asimétricas
Un esquema de gobernanza para el DEL en un contexto 
de minorías étnicas debe entender el papel que juegan 
todos los actores y fomentar la participación de los mis-
mos para así evitar el reforzamiento de relaciones de 
poder asimétricas. Esto quiere decir que la articulación 
entre los sectores públicos y privados no debe tener 
como único objetivo facilitar el intercambio de bienes 
o servicios, o el que los pequeños productores puedan 
acceder a los mercados locales, nacionales o internacio-
nales. Si sólo se hace hincapié en lo anterior, es posible 
que se perpetúen relaciones desiguales que beneficien a 
los actores privados y perjudiquen a las minorías étni-
cas. En ese sentido el papel de la gobernanza a la hora 
de estudiar procesos productivos debe también centrar-
se en examinar las relaciones de poder que se dan al in-
terior de la cadena (Blandón y González, 2016), es decir 
“las gradientes de fuerza y control en los diferentes es-
labones, la apropiación de conocimiento e información 
por parte de los actores, y la distribución equitativa de 
los beneficios económicos, sociales y ambientales en la 
cadena” (Tobasura y Ospina, 2010. P. 8). Diversas inves-
tigaciones han puesto en evidencia el riesgo que subya-
ce en que los aspectos culturales de ciertas comunida-
des sean utilizados como una mera mercancía o como 
una marca para promover el desarrollo de actividades 
comerciales. Por ejemplo, Guilland y Ojeda (2012) han 
criticado la utilización de las representaciones cultura-
les de las poblaciones indígenas colombianas para fo-
mentar el turismo en la Sierra Nevada de Santa Marta 
(en el Magdalena) o en la región de Tierradentro (en el 
Cauca). Estas comunidades se ven sometidas por pará-
metros definidos por agentes exógenos a los que deben 
adaptarse -muchas veces sin beneficiarse efectivamente 
de las actividades turísticas- para que no sean aparta-
das de dichos procesos económicos. Es importante que 
en esas situaciones se reconozca la existencia de intere-
ses comunes que permitan generar confianza, respeto 
y reciprocidad, aspectos fundamentales para construir 
marcos de gobernanza en entornos con comunidades 
étnicas (Premauer y Berkes, 2015).
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Redistribución de los recursos 
y garantía de un buen vivir
Entender la existencia de relaciones asimétricas de po-
der al interior de las cadenas y actividades productivas 
y pensar en estrategias para empoderar a las comuni-
dades étnicas en los procesos de desarrollo económico 
local, nos lleva a entrar en un debate sobre el fin último 
del concepto de desarrollo. En las últimas décadas, nu-
merosos autores han argumentado que el desarrollo no 
debe estar ligado únicamente a promover el crecimien-
to económico, sino que también debe buscar una distri-
bución de la riqueza, el mejoramiento de la calidad de 
vida de la población, la expansión de las libertades y la 
protección del medio ambiente (Sen, 1988; 2009). En 
ese sentido, los esquemas de gobernanza para el DEL 
no deben verse sólo como asociaciones público-pri-
vadas con el objetivo único de fomentar actividades 
económicas. En esa línea, Varela et al. (2013), al revisar 
la estrategia del gobierno nacional para que el Munici-
pio de Buenaventura se convierta en Distrito Portua-
rio, Industrial y Biodiverso, consideran que los marcos 
de gobernanza deben ser fundamentales no sólo para 
promover la competitividad, sino también para aten-
der las demandas en pro de la equidad y la inclusión, 
para beneficiar así a las poblaciones en condición de 
pobreza que habitan en ese distrito y que tiene un gran 
porcentaje de comunidades afrocolombianas. Dichos 
marcos deben aprovechar su capacidad de articulación 
de actores para procurar que las rentas derivadas de las 
actividades económicas puedan ser distribuidas equi-
tativamente al interior de las comunidades y entre em-
presas y comunidades y que esto se haga de una manera 
respetuosa con las costumbres locales y culturas, así 
como con un respeto a la biodiversidad y el ambiente 
(Flores, 2007). 
El respeto a la cultura de las poblaciones aborígenes y 
afrodescendientes debe reflejarse también al abordar 
una noción amplia de lo que estas comunidades en-
tiendan como bienestar o desarrollo. Lo anterior im-
plica tener en cuenta que las poblaciones autóctonas 
tienen visiones del mundo que pueden contrastar con 
la perspectiva moderna capitalista en lo respectivo a la 
interacción con la naturaleza, la propiedad de la tierra, 
las relaciones de intercambio, etc. Esa realidad abre la 
puerta a una reinterpretación de la idea de desarrollo 
económico local y los marcos de gobernanza en un 
contexto de diversidad étnica. Redistribuir las rentas 
puede ser un aspecto importante para que las comu-
nidades puedan suplir ciertas necesidades básicas, sin 
embargo, es interesante estudiar el concepto del Buen 
Vivir que ha tomado gran fuerza en movimientos in-
digenistas y que promueve “el bienestar colectivo de 
acuerdo con concepciones culturalmente apropiadas” 
(Escobar, 2015. P 226). Este concepto puede adaptar-
se mejor a los contextos de poblaciones indígenas y 
afrodescendientes que la mera idea de desarrollo en-
tendida como crecimiento económico; además porque 
este concepto permite pensar en la “subordinación de 
los objetivos económicos a los criterios ecológicos, la 
dignidad humana y la justicia social” (Escobar, 2015. P 
226). En ese orden de ideas los esquemas de gobernan-
za deben procurar no sólo por una justa distribución de 
los recursos económicos, sino también garantizar que 
las actividades económicas desarrolladas en comunida-
des autóctonas estén en armonía con las cosmovisiones 
de los pueblos étnicos y posibiliten un buen vivir entre 
estas comunidades.
Apropiación de saberes 
y estrategias de comercialización
Otro desafío que deben afrontar los esquemas de go-
bernanza para generar desarrollo económico local en 
el contexto de diversidad cultural y étnica del país tiene 
que ver con la cuestión de cómo proteger los múltiples 
y diversos saberes y tradiciones que imprimen en las 
actividades económicas las diversas poblaciones, como 
los pueblos indígenas o las comunidades afrocolom-
bianas. Algunos teóricos han resaltado la necesidad de 
promover estrategias que permitan identificar, trazar y 
diferenciar los productos y servicios que se ofrecen en 
los territorios a través de las denominaciones de origen 
(DO) o las marcas colectivas (MC). Sin embargo, es-
tas estrategias, que vienen de una concepción europea, 
no siempre representan una manera eficaz de proteger 
e impulsar los conocimientos de minorías étnicas en 
Colombia. Por ejemplo, Barrera et al. (2014, p. 39) han 
señalado que estos mecanismos pueden ser “insuficien-
tes, ineficaces o inoperantes para la protección de los 
conocimientos tradicionales artesanales de los pueblos 
indígenas.” Barrera et al. (2014) muestran cómo algu-
nos diseñadores han apropiado de forma consentida 
diseños de comunidades indígenas quedándose ellos 
con el reconocimiento y el grueso de las ganancias. De 
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igual forma, estos autores advierten que a nivel inter-
nacional es más complicado garantizar que se respete 
la propiedad intelectual de las comunidades indígenas 
y ello puede traducirse en “apropiaciones no consen-
tidas” que se aprovechan de las creaciones de pueblos 
indígenas sin otorgarles ningún beneficio. Asimismo, 
afirman que los mecanismos de DO o MC pueden ge-
nerar exclusión porque las comunidades que no cuen-
ten con estos sellos tendrán más dificultades para ac-
ceder a los mercados y para recibir protección estatal. 
Lo anterior pone de manifiesto la necesidad de pensar 
en regulaciones más comprensivas de las implicaciones 
de trabajar con comunidades étnicas y de sus procesos 
de apropiación de conocimiento para que se proteja 
realmente el patrimonio de estos pueblos y puedan así 
garantizar su permanencia y fortalecer sus identidades 
culturales (Barrera et al., 2014).
Estudio de Caso: Gobernanza, turismo  
y DEL en las Islas del Rosario
Para ilustrar las posibilidades y desafíos de fomentar 
políticas de DEL en contextos de diversidad es intere-
sante analizar los conflictos y tensiones que han tenido 
lugar en el parque natural de las Islas del Rosario provo-
cados por la rivalidad de grandes empresas turísticas y 
las comunidades afrocolombianas que residen en dicho 
territorio. Diversas investigaciones sobre este Parque 
Natural demuestran la importancia de los mecanismos 
de cogestión y de gobernanza para reconocer los intere-
ses de las comunidades raizales y estructurar estrategias 
para proteger los recursos naturales y desarrollar activi-
dades comerciales de forma más sostenible. 
Este parque, además de ser una importante área prote-
gida por sus reservas coralinas, su fauna y su flora, es 
un gran atractivo turístico que genera importantes di-
videndos por esta actividad. Sin embargo, el desarrollo 
turístico que tiene asiento en este territorio contrasta 
con el rezago en el que vive gran parte de la comunidad 
raizal afrodescendiente de la isla (Prieto, 2010). Uno de 
los principales fenómenos recurrentes es que las coo-
perativas o la población local son cooptadas por las 
grandes empresas turísticas, lo que termina generando 
exclusión e impidiendo que las comunidades locales 
puedan apropiarse de suficientes recursos económicos 
derivados de los servicios turísticos. Esto ha llevado a 
que existan relaciones de poder asimétricas basadas en 
las inequidades del mercado cuando cooperativas y em-
presarios locales pretenden competir directamente con 
los grandes concesionarios turísticos (Durán, 2009). 
De igual forma, las actividades turísticas que no tengan 
una regulación adecuada pueden afectar negativamente 
las importantes reservas de corales que hacen parte del 
archipiélago (Castro y Pereira, 2016).
Esas situaciones problemáticas plantean la necesidad de 
diseñar marcos que puedan integrar a los responsables 
de las actividades comerciales, las autoridades del Par-
que Nacional y a la comunidad raizal de la Isla, para 
gestionar un desarrollo económico local sostenible. En 
ese sentido, varios autores han planteado la necesidad 
de conformar estrategias de cogestión (Martínez, 2004; 
Maldonado y Moreno-Sánchez, 2007) y de gobernanza 
(Durán, 2009) para no sólo lograr mejores políticas de 
conservación, sino también para empoderar a la pobla-
ción autóctona en la toma de decisiones y en la distri-
bución de los beneficios de las actividades turísticas. 
Dichas estrategias tienen un elemento en común y es 
el de reconocer la importancia de la autodeterminación 
de las comunidades raizales afrocolombianas para lide-
rar procesos de toma de decisión. Un ejemplo de ello 
han sido las reivindicaciones del Consejo Comunitario 
de Orika de las Islas del Rosario para acceder a titula-
ciones colectivas y participar en discusiones sobre su 
eventual Plan de Vida (McRuer y Zethelius, 2017). De 
igual manera, Durán (2009) destaca la política de Par-
ticipación Social para la Conservación desarrollada por 
la Unidad Administrativa Especial Parques Nacionales 
Naturales de Colombia (UAESPNN). En dicha política 
se promovió un discurso ambiental que giraba en torno 
de la autodeterminación de la cultura local, y que in-
cidió en la construcción de relaciones horizontales en-
tre los diversos actores involucrados en los procesos de 
desarrollo económico local (Durán, 2009). Aunque la 
situación social de muchos de los raizales sigue siendo 
precaria, este estudio de caso demuestra que los marcos 
de gobernanza para el desarrollo económico local en el 
contexto de minorías étnicas abren un espacio para re-
ducir las relaciones de poder asimétricas, empoderar a 
la comunidad para que participe en la toma de decisio-
nes sobre su futuro y la gestión de los recursos, y para 
que se respete la identidad, la cultura y los modos de 
vida de estas comunidades.
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Hacia una Política Pública Colom-
biana de DEL desde el enfoque de 
la gobernanza 
Muchas de las explicaciones recientes de las diferencias 
en el desarrollo entre diferentes naciones o regiones 
destacan la importancia de las instituciones (Acemoglu 
y Robinson 2000, Storper 2013, Rodríguez-Pose 2013). 
En este contexto, numerosas organizaciones interna-
cionales de desarrollo y gobiernos de todo el mundo 
han adoptado enfoques institucionales para fomentar 
el DEL. El Banco Mundial, por ejemplo, introdujo el 
enfoque de “buena gobernanza” en la década de 1990 
después del reconocimiento del fracaso del énfasis del 
Consenso de Washington en los mecanismos de merca-
do y la privatización de la entrega de bienes y servicios 
públicos (Banco Mundial, 1992). Tomando en cuenta 
las discusiones sobre informalidad, élites y diversidad 
en Colombia expuestos en este artículo, identificamos 
a continuación tres recomendaciones de políticas que 
podrían ayudar a incentivar el aprendizaje y lograr un 
desarrollo económico local sostenible e inclusivo a tra-
vés de mecanismos de gobernanza. 
La importancia de consolidar procesos 
informales antes de formalizar redes
El giro institucional en el desarrollo a menudo ha signi-
ficado una mayor atención al papel de las instituciones 
formales, tales como la construcción de la capacidad 
del gobierno, el Estado de derecho, la descentraliza-
ción, la rendición de cuentas o la democracia. Esto, sin 
embargo, se ha hecho muchas veces a expensas de reco-
nocer la importancia de las instituciones informales en 
el desarrollo (Pomerantz, 2011). Como hemos visto en 
este texto, muchos de los arreglos institucionales locales 
en Colombia están marcados por la informalidad. Estas 
redes informales pueden existir en un sector económi-
co, territorio espacial o cualquier otro sistema, y pue-
den estar formadas por actores individuales, empresas, 
asociaciones, entidades de la sociedad civil y agencias 
de gobierno. Para ser efectivas, las redes necesitan de-
sarrollar un lenguaje y una visión comunes en torno a 
un problema, pero también que deben aprender de las 
fallas y adaptar continuamente su comportamiento. En 
este contexto, es importante recalcar que la formaliza-
ción jurídica de ciertas redes no necesariamente cons-
tituye el primer paso para consolidar procesos de aso-
ciatividad. Por el contrario, la apropiación progresiva 
de roles específicos y la toma de decisiones concertadas 
de manera informal son elementos que permiten que el 
trabajo de los miembros sea valorado dentro del grupo 
y se incentive la consecución de resultados comunes. 
No sirve de mucho formalizar algo que en la realidad 
todavía no tiene una operación óptima, eficiente y fun-
cional. Los esfuerzos de política pública sobre creación 
de redes, asociatividad y desarrollo económico local de-
berían enfocarse en identificar y fomentar procesos in-
formales ya existentes de colaboración y poner énfasis 
en las actividades generadoras de confianza y colabora-
ción, en lugar de en la formalización jurídica. Además, 
es importante analizar cómo se hacen tratos entre las 
élites y los grupos poderosos, por lo que el estudio de 
las instituciones informales es un factor analítico im-
portante. Como hemos argumentado anteriormente en 
este documento, cuando se ha explorado el rol de las 
instituciones informales en el desarrollo local en Co-
lombia, éstas se han conceptualizado principalmente 
en términos de capital social o niveles de confianza. No 
obstante, los contextos locales de Colombia necesitan 
una atención especial a otros aspectos institucionales 
“blandos” o informales con potencial de generar DEL 
como las redes informales, los procesos de aprendizaje 
y el liderazgo. En particular, el tema del liderazgo terri-
torial merece una atención especial en Colombia dado 
el aumento en recientes años de asesinatos y amenazas 
a líderes locales y sociales. Para poder construir paz y 
que emerjan procesos de DEL de manera endógena, 
es necesario más que nunca garantizar la seguridad de 
líderes locales y fomentar la aparición de nuevos lide-
razgos, más diversos que representen la diversidad de-
mográfica (raza, clase, edad, género, etc.) de esos terri-
torios. Es gracias a estos líderes que podrá emerger un 
verdadero desarrollo territorial de manera endógena y 
sostenible.
Capacidades institucionales y financiación 
para la promoción del aprendizaje 
territorial
Los debates académicos sobre desarrollo económico 
local han defendido durante las últimas décadas la im-
portancia de la generación y transferencia de conoci-
miento tácito para generar procesos de innovación y 
actividades económicas de mayor valor añadido. Este 
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conocimiento suele acumularse con mayor frecuencia 
en las llamadas regiones que aprenden o en sistemas 
regionales de innovación exitosos. Es importante en-
tender la diversidad de conocimientos (tanto explícito 
como tácito) y aprendizajes necesarios para generar 
nuevas actividades económicas en un territorio. En 
este contexto, deberían realizarse políticas públicas que 
prioricen el fortalecimiento de las capacidades de go-
bernanza para que tanto el gobierno como las empre-
sas logren identificar sectores estratégicos para el cre-
cimiento económico local sostenible e inclusivo de un 
territorio. Así mismo, se deberían implementar instru-
mentos de financiación que puedan apoyar a empresas 
en sus procesos de aprendizaje para situarse en estos 
sectores. El éxito de estas políticas también depende-
rá de la estructura y las capacidades de la empresa así 
como el sector objetivo. Cambiar la estructura de las 
empresas y los sectores puede ser aún más difícil que 
mejorar la capacidad de una agencia estatal. La selec-
ción cuidadosa de empresas específicas para el apoyo 
puede ayudar a desarrollar sus capacidades empresaria-
les para promover el aprendizaje necesario para lograr 
una tecnología superior. 
Más allá de las “buenas prácticas” 
y las soluciones universales para fomen-
tar el DEL 
Muchos gobiernos nacionales y organizaciones inter-
nacionales de desarrollo interesados en el paradigma 
de la “buena gobernanza” han basado sus acciones en 
la lógica de replicar “buenas prácticas” de DEL de otros 
lugares. En este contexto, la lógica del copy-paste de 
soluciones rápidas de política pública para fomentar 
el DEL se ha generalizado a pesar de que la evidencia 
empírica existente enfatiza la necesidad de tener políti-
cas de DEL que sean específicas a las condiciones y tra-
yectorias institucionales de cada territorio (Barca, Mc-
Cann y Rodríguez-Pose, 2012). La estrategia de aplicar 
políticas de DEL genéricas (o espacialmente neutras) 
se ha materializado a menudo en dos instrumentos de 
política: 1) inversiones en infraestructura (particular-
mente carreteras); y 2) zonas francas y subsidios fiscales 
para atraer a industrias a territorios con base industrial 
débil. No sólo diversos estudios han demostrado que 
las zonas francas no son necesariamente una buena 
estrategia de desarrollo local (Frick y Rodríguez-Pose 
2018), este enfoque está condenado al fracaso porque 
no reconoce la diversidad geográfica, económica, cul-
tural e institucional que residen en cada ciudad y re-
gión. Además, tampoco reconoce los diversos saberes 
y conocimientos tácitos presentes en el contexto local 
sobre los que se podrían construir visiones y estrategias 
de desarrollo no solamente más efectivas sino también 
más respetuosas con los activos, la cultura y los recur-
sos ambientales locales.
Esta realidad se hace evidente al analizar las fricciones 
que ocurren entre comunidades indígenas o afroco-
lombianas con el Estado y el sector privado. Algunas 
políticas de desarrollo implementadas por el gobier-
no central pretenden impulsar grandes sectores de la 
economía nacional sin tener en cuenta las necesidades, 
modos de vida, cosmovisiones y costumbres de pobla-
ciones étnicas minoritarias. Dicha incongruencia des-
emboca en constantes conflictos (Benavides y Duarte, 
2010; Durán, 2009; De Pourcq et al., 2017) y ponen en 
riesgo la sostenibilidad de ecosistemas, la gestión de re-
cursos naturales y el desarrollo de actividades económi-
cas incluyentes. La experiencia de Colombia demuestra 
que para evitar y superar estas situaciones conflictivas 
es necesario acudir a marcos de gobernanza capaces de 
reconocer la diversidad étnica y de empoderar a estas 
comunidades para que tengan una participación prota-
gónica a la hora de ejecutar políticas de DEL y de deci-
dir sobre su futuro y su desarrollo.
La conclusión de este artículo es que necesitamos un 
tipo diferente de política de desarrollo local y regio-
nal, una que imagine una multiplicidad de caminos 
de desarrollo más allá del trazado por las grandes ciu-
dades-regiones del Norte global. En este documento 
proponemos que repensar la política de DEL desde la 
perspectiva colombiana implica diseñar e implementar 
políticas públicas que tengan en cuenta el papel de las 
instituciones informales, el poder de las élites y la diver-
sidad geográfica, económica y cultural en los procesos 
de desarrollo económico local en Colombia.
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